Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 12 minutos) 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 


SEÑORA SECRETARIA.- Habría correspondido dar entrada a la Carpeta N* 1505/2009, referida a un 
proyecto de ley por el que se prorroga la entrada en vigencia de la Ley N* 18.412 -que crea un seguro 
obligatorio para cubrir daños corporales causados a terceros- que fue aprobado hoy en el Senado y se 
remitió a la Cámara de Representantes. 


Por lo tanto, esta Carpeta ya fue elevada al ser solicitada para tratarse como urgente en el 
día de hoy. 


Sí corresponde dar entrada a la Carpeta N* 1495/2009, “Verificación de Adhesiones”, por la 
que se establece el procedimiento para los casos de reforma constitucional, recurso de referéndum e 
iniciativa popular. Es un proyecto de ley con exposición de motivos presentado por los señores 
Senadores integrantes de la Bancada del Frente Amplio (Distribuido N* 3129/2009), que fue tratado en 
el Pleno y retornó a Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sugiero que esta carpeta sea archivada, ya que en el Plenario se sustituyó 
por una exhortación. 


Si todos los señores Senadores están de acuerdo, así se hará. 


SEÑORA SECRETARIA.- La Secretaría quiere dejar constancia de que la citación a esta sesión es 
anterior a que el señor Presidente de la Comisión remitiera el orden del día. Por lo tanto, le voy a dar 
lectura: 


-Carpeta N* 1353/2008. Daños a terceros ocasionados por servicios públicos del Estado. 
-Carpeta N* 1403/2008. Procesos laborales. Abreviación. 
-Carpeta N* 1427/2008. Proyecto de ley por el que se dispone la descentralización territorial. 


-Carpeta N* 1485/2009. Proyecto de ley por el que se propone una ley general de Derecho 
Internacional Privado. 


-Carpeta 1488/2009. Se declara la ciudad de Sarandí Grande en el departamento de Florida 
como Capital Nacional del Raid Hípico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la sesión anterior escuchamos una exposición de la profesora Cristina 
Mangarelli sobre el proyecto relativo a los derechos procesales, que es muy importante. En ese 
momento solicité que se enviara la versión taquigráfica de la sesión a la Comisión que la Suprema 
Corte de Justicia nombró, para que nos mandara su opinión por escrito. 


En su exposición, la Profesora Mangarelli prácticamente destripó -para decirlo en un lenguaje 
gráfico- el proyecto, por lo que tenemos que ver qué dicen los que contribuyeron a armarlo. Me parece 
muy importante que se introduzcan algunos de los cambios. Reconocemos en forma unánime que hay 
cambios que sería bueno introducir, y que no habría que dejar todo como está. Pienso que este tema 
es urgente y que habría que culminar su tratamiento este año, a fin de que antes de las elecciones de 


octubre exista una ley al respecto. De esta manera, tanto los abogados como los trabajadores y los 
patrones sabrán a qué atenerse en cuanto al procedimiento a seguir. Si esto se hace bien, ahorrará 
tiempo y dinero a la sociedad entera. 


Por lo tanto, propongo que este asunto figure como primer punto del orden del día y que por 
medio de la secretaría se solicite a la comisión nombrada por la Suprema Corte de Justicia que se 
expida o que, aunque sea, nos envíe un informe de tres carillas. 


Por otra parte, figura también el tema de responsabilidad del Estado por daños causados a 
terceros en la ejecución de servicios públicos, que considero deberíamos tratar hoy. 


SEÑOR MOREIRA.- Pienso que deberíamos pedir a la Cátedra de Derecho Procesal de la Facultad de 
Derecho que nos envíe un informe escrito. En lo personal, conozco a uno de los docentes de dicha 
Cátedra; de pronto, podríamos contar con otra opinión sobre esta materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No me opongo a ese respecto, pero no quisiera recibir dichas opiniones, por 
ejemplo, en el mes de setiembre, y que este tema se siga dilatando porque, si fuera así, lo 
condenamos a que no se resuelva. 


SEÑOR MOREIRA.- Sí, pero entiendo que sería bueno contar con otra opinión que provenga de 
afuera, de un profesor de la Cátedra de Derecho de la Universidad de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, cursaríamos dicho pedido solicitando que la persona acuda aquí 
antes del 19 de este mes, a los efectos de que ese día podamos votar ese asunto. En realidad, no es 
necesario que la persona que acuda aquí nos dé una pieza acabada desde el punto de vista jurídico, 
sino simplemente una opinión al respecto. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, pasaríamos a considerar el proyecto de ley por 
el cual se declara la ciudad de Sarandí Grande del departamento de Florida, Capital Nacional del Raid 
Hípico. 


Léase el Artículo Único. 
(Se lee:) 


“Declárase la ciudad de Sarandí Grande, 10* Sección del departamento de Florida, como 


“Capital Nacional del Raid Hípico”. 
En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consecuencia, se pasa a considerar el segundo punto del orden del día: “Responsabilidad 
del Estado por daños causados a terceros en la ejecución de servicios públicos. Se reglamentan los 
artículos 24 y 25 de la Constitución de la República”. 


SEÑOR LEZAMA.- Más bien se reglamenta el artículo 25, porque el artículo 24 es una declaración; no 
necesita reglamentación y, además, se aplica pacíficamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 24 de la Constitución dice: “El Estado, los Gobiernos 
Departamentales, los Entes Autónomos, los Servicios Descentralizados y, en general, todo órgano del 
Estado, serán civilmente responsables del daño causado a terceros, en la ejecución de los servicios 
públicos, confiados a su gestión o dirección”. 


Estoy de acuerdo con el señor Senador Lezama. 
SEÑOR LEZAMA.- En la parte de la repetición es donde se ha fracasado siempre. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Me parece que el tema de la repetición es importante para la 
responsabilidad colectiva de la sociedad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 1% de este proyecto de ley dice lo siguiente: “Todo organismo del 
Estado que resulte condenado por sentencia ejecutoriada como responsable civil del daño causado a 
terceros (artículo 24 de la Constitución de la República) deberá pronunciarse expresamente, dentro del 
plazo que establezca la reglamentación respectiva, sobre la configuración de dolo o culpa grave en la 
conducta de sus funcionarios, de acuerdo con lo establecido por el artículo 25 de la Constitución de la 
República. En la misma resolución deberá disponerse la promoción de las acciones jurisdiccionales 
tendientes a la repetición de lo que se hubiere pagado por concepto de reparación, a menos que el 
organismo respectivo disponga, por resolución fundada adoptada por su jerarca máximo, que no 
corresponde iniciar dichas acciones. 


A tales efectos, se establece que la acción de repetición prevista en el artículo 25 de la 
Constitución de la República prescribirá en el término de diez años, contados a partir del momento en 
que se haga exigible el pago reparatorio del Estado”. 


Me parece que la norma explicita un poco más el tema y establece los tiempos en los cuales 
debe procederse. 


SEÑOR MOREIRA.- En el día de hoy no se encuentran presentes los otros Senadores del Partido 
Nacional y nosotros tenemos la intención de tomar una posición definitiva sobre el tema. Por mi parte, 
en principio estoy de acuerdo con el espíritu de la norma, pero tengo algunas dudas con respecto a la 
condición de funcionarios públicos de quienes cumplen funciones en las personas públicas no 
estatales, que están comprendidos en el artículo 7”. También tengo dudas con respecto a la 
instrumentación práctica de la ley, porque me pregunto cómo se va a hacer efectiva, por ejemplo, en 
los Gobiernos Departamentales. En definitiva, es el jerarca máximo el que, por resolución fundada, 
debe determinar que no corresponde iniciar las acciones jurisdiccionales tendientes a la reparación, 
pero a veces hay decisiones que son tomadas por el propio jerarca máximo. Incluso, he visto alguna 
sentencia que, por ejemplo, obliga a reparar el cese de funcionarios por resoluciones tomadas por 
jerarcas máximos de Gobiernos Departamentales, y nos parece poco probable que el propio jerarca se 
incrimine a sí mismo. También he visto sentencias del Tribunal de lo Contencioso Administrativo que 
obligan a anular actos administrativos, a veces dictados con finalidades políticas, y que derivan en 
acciones reparatorias que, posteriormente, llevan al resarcimiento de haberes no pagados y de daños 
morales. Repito que dudo acerca de cómo se llevaría a cabo esto, por ejemplo, cuando el propio 
responsable, por resolución fundada, dice que no hay lugar a iniciar acción contra sí mismo. Esto se da 
en la práctica porque las resoluciones las toma el jerarca máximo. 


SEÑOR LEZAMA.- De todas maneras, estaríamos avanzando porque existe una disposición legal que 
habilita la responsabilidad si se comprueba la culpa del funcionario que tomó la medida perjudicial - 
según el artículo 24 de la Constitución- en cuyo caso el Estado tiene que indemnizar. Es una 
responsabilidad porque el jerarca máximo tiene que resolver. Si es un funcionario de menor jerarquía, 
tiene que calificar cuál fue la conducta, pero si se trata del jerarca máximo, lo que queda abierto son los 
procedimientos políticos generales, porque estaría declarando que no debe pagar a pesar de que el 
Estado recibe la condena de indemnizar por un hecho cometido por el propio jerarca. Es cierto que es 
complicado. No es un asunto fácil. 


SEÑOR MOREIRA.- Estamos pensando en una situación real actual. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El planteo se ha formulado recién; por lo tanto, a lo mejor mi razonamiento no 
corresponde a la situación. Considero que si efectivamente hay una condena y el Estado tiene que 
pagar por un acto del jerarca máximo -aunque todos ellos están sujetos a control, ya que este hecho es 
constatado por el Estado a través del organismo legislativo correspondiente, ya sea departamental o 
nacional; por ejemplo, el Intendente es controlado por la Junta Municipal, los Ministros y el Poder 
Ejecutivo, por el Parlamento- se puede obligar al jerarca responsable, porque acá la repetición obra 
cuando se ha hecho con culpa grave o dolo, con lo cual se abre la posibilidad del juicio político, como 
dijo el señor Senador Lezama. De modo que esto tenemos que dejarlo librado a la interpretación de 
quien lo aplique pero, con los elementos que hemos volcado, hay materia para que quien se encuentre 
en esta situación tenga opciones para actuar. De acuerdo con lo que ha dicho el señor Senador 
Moreira, dejaríamos pendiente este tema para la semana que viene. 


SEÑOR MOREIRA.- Me gustaría profundizar un poco más en este proyecto de ley, porque una cosa 
son las responsabilidades políticas que puede ejercitar la Junta Departamental mediante el 
procedimiento del juicio político y otra es la promoción de acciones reparatorias, para que repita 
respecto del que actuó con dolo o culpa grave, por los daños causados a la Administración en la sede 
jurisdiccional correspondiente. Por un lado está la responsabilidad política, por la cual mañana puede 
llegar la suspensión del cargo y, por otro, la responsabilidad patrimonial por una resolución tomada. 
Recientemente, he visto una sentencia del TCA donde se habla de resoluciones tomadas con 
desviación y abuso de poder en el caso de funcionarios contratados. En ese caso se debe reparar o 
reparar y, en definitiva, la resolución la toma un jerarca máximo, y no creo que, en tal caso, diga que 
medió dolo o culpa grave. Tengamos en cuenta que es juez de su propia causa. 


SEÑOR LEZAMA.- Ahí entraríamos a hablar de responsabilidades políticas. 


SEÑOR MOREIRA.- Sí, señor Senador, pero no de responsabilidades patrimoniales. Aquí estamos 
buscando responsabilidades de otro orden y no políticas, que siempre están. Además, en ocasiones, 
las responsabilidades patrimoniales son mucho más graves que las políticas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perdón, señor Senador. ¿Por qué no las responsabilidades patrimoniales? 


SEÑOR MOREIRA.- Porque si la misma persona que tomó la decisión dice que por resolución fundada 
no medió dolo o culpa grave, como se está juzgando a sí misma, obviamente, será benevolente. Me 
surge la duda porque recientemente he visto algún caso y no dudo que se pueda repetir. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Algo que me resulta interesante en cuanto a la aplicación de la repetición 
en un caso como éste, es que el Estado puede quedar como algo abstracto, paga el daño y no le duele 
a nadie aunque, en realidad, nos duele a todos pero no lo sentimos. Me da la impresión de que la 
repetición está obligando al funcionario público que cayó en falta grave a ser más cuidadoso. Ahora, si 
bien es importante que la población lo visualice así, no me planteé la hipótesis -cuando estuve 
analizando este proyecto- de que justo quedara involucrado el propio jerarca. El camino que señala el 
señor Senador Lezama me parece interesante en el sentido de que el único organismo que puede 
“enmendarle la plana” a un Intendente -para decirlo con palabras sencillas- es la Junta Departamental. 


SEÑOR MOREIRA.- Pero no en esta materia, de acuerdo a lo establecido por la ley. 


La Junta Departamental puede accionar todos los mecanismos de control que prevé la 
Constitución pero, según este artículo que reglamenta un mandato constitucional -estoy de acuerdo en 
que, si actuó con dolo o culpa grave, sea responsable y responda con su propio patrimonio por los 
daños que le causó al Estado- el dueño de la decisión, en última instancia, es el propio involucrado, y 
eso no me convence demasiado. Insisto, en los hechos esto sucede; no es una hipótesis de 
laboratorio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que este problema se soluciona por el camino señalado por el 
señor Senador Lezama. Si quien incurre en una falta de esa naturaleza es el titular de un cargo 
ejecutivo, lo que corresponde es el juicio político, que también puede traer aparejadas consecuencias 


de tipo patrimonial si ha causado daño al Estado. Pero, en definitiva, dejamos pendiente el tema para 
tratarlo la semana que viene. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Cuando en el acápite del Capítulo se establece que el involucrado resulta 
condenado por sentencia ejecutoriada, hay una demostración de que hubo falta grave o dolo; por lo 
tanto, hay una sentencia, y más allá de que el organismo se tenga que expresar, el punto de partida es 
la sentencia ejecutoriada. Debemos encontrar alguna forma -lo podemos pensar para la semana que 
viene- para que, en la hipótesis que plantea el señor Senador Moreira, el jerarca asuma su 
responsabilidad, aunque confieso que desconozco cómo lo podemos hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el caso de que quien haya cometido el acto que causó daño a terceros con 
culpa grave o dolo sea subordinado del jerarca del organismo y haya sentencia ejecutoriada, el 
mecanismo es sencillo; no hay ningún problema. Pero acá lo novedoso es la inclusión de plazos dentro 
de los cuales hay que ejecutar la acción y la perención de la misma después de transcurridos diez 
años. Por otra parte, esto me parece normal porque no es posible que se repita después de tanto 
tiempo. En el caso peculiar que plantea el señor Senador Moreira de que el daño ocasionado a 
terceros -por culpa grave o dolo- haya sido cometido por el titular de la rama del Poder Ejecutivo 
nacional o departamental, corresponde entablar un juicio político: si ocurre a nivel departamental, será 
realizado por los Ediles correspondientes, y si fuera a nivel del Poder Ejecutivo nacional, por parte de 
los Legisladores. 


SEÑOR LEZAMA.- Si me permite, señor Presidente, quisiera hacer uso de la palabra 
excepcionalmente porque, en realidad, formo parte de este Cuerpo en forma transitoria. 


Quiero señalar que como abogado he patrocinado juicios contra el Estado y he aplicado el 
artículo 24, pero no conozco casos en que éste le haya reclamado al culpable. Normalmente, esto 
nunca se hace. A mi juicio, lo esencial de este proyecto de ley es establecer la obligación de resolver si 
existe dolo o no y, en caso de que exista, si se acciona o no contra el funcionario. También es cierto 
que el caso límite es el que plantea el señor Senador Moreira, es decir, cuando la persona que tiene 
que resolver sea, a su vez, el responsable del acto que perjudicó a un tercero. En ese caso límite, las 
responsabilidades políticas serían las que pesarían. Me parece que es muy importante que esta ley 
sea aprobada porque introduce seriedad y responsabilidad a la relación con el Estado. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- En la época del Gobierno del doctor Lacalle esto se reglamentó pero, 
aparentemente, no tuvo consecuencias. Con esto quiero decir que hace mucho que se está tratando 
este tema. Incluso, recuerdo que en la Legislatura pasada se volvió a analizar y, a mi juicio, su 
resolución está pendiente. En lo que a mí respecta, me gustaría que se dictara una ley para que quede 
claro este punto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 2*. 
(Se lee:) 


“Artículo 2*.- La disposición contenida en el artículo 1% de la presente ley será aplicable en los 
casos que las partes arriben a un acuerdo transaccional en el curso del proceso jurisdiccional 
instaurado, así como en las hipótesis de que el damnificado y el Estado transen extrajudicialmente”. 


De la lectura surge que falta una palabra. Concretamente, debería decir: ...“también será 
aplicable”, y luego seguiría tal como está redactado. 


Como también hay acuerdo, la consideración de este artículo quedaría pendiente para la 
semana próxima. 


Léase el artículo 3". 


(Se lee:) 


“Artículo 3*.- Las resoluciones a que refiere el artículo 1% de la presente ley, así como las 
sentencias respectivas o, en su caso, las transacciones a que se hubiera arribado, serán comunicadas 
por los organismos correspondientes dentro del plazo que la reglamentación determine, a la Dirección 
de Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales del Ministerio de Educación y Cultura en el marco 
del cumplimiento de los cometidos asignados a la misma por el artículo 230 de la Ley N* 17.930, de 19 
de diciembre de 2005, a efectos de su incorporación en el Registro especial llevado en su órbita. 


La referida Dirección se encuentra habilitada asimismo para exigir a los organismos 
respectivos, en la forma y los plazos que determine la reglamentación dictada por el Poder Ejecutivo, 
cualquier información adicional sobre la resolución administrativa comunicada, a fin de que se expida 
con carácter consultivo sobre la procedencia de la acción de repetición”. 


Se establece un mecanismo de consulta que se ve obligado a realizar quien inicia la acción 
de repetición. Por mi parte, estoy de acuerdo con esta disposición. 


SEÑOR MOREIRA.- Si no recuerdo mal, oportunamente recibimos la visita de los integrantes de la 
Dirección de Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales. No olvidemos que hace bastante tiempo 
que este tema ingresó a la Comisión para su estudio. 


(Dialogados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que lo más importante tiene que ver con lo referido al artículo 230 
de la Ley N* 17.930. En realidad, esto se prevé en atención a la cantidad de juicios que el Estado 
pierde sistemáticamente; estamos hablando de decenas de millones de dólares anuales que se pierden 
porque el Estado no tiene capacidad de defensa. Por lo tanto, creo que esto está bien reglamentado y 
obliga a esta nueva sección del Ministerio de Educación y Cultura a pronunciarse, aconsejando cómo 
se debe proceder. De ese modo, resulta muy difícil escapar a la consulta. 


Léase el artículo 4”. 
(Se lee:) 


“Artículo 4”.- Toda sentencia de condena ejecutoriada que fuera dictada en el marco de la 
responsabilidad civil prevista por el artículo 24 de la Constitución de la República, así como toda 
transacción judicial o extrajudicial, deberá ser comunicada por el organismo estatal involucrado, dentro 
del plazo que la reglamentación determine, a la Dirección de Asuntos Constitucionales, Legales y 
Registrales,” -la Ministra señaló que debía agregarse: “del Ministerio de Educación y Cultura'- “a 
efectos de su incorporación en el Registro a que refiere el artículo 3% de la presente ley”. 


En consideración. 


A través de este artículo, se reglamenta una de las funciones en base a las cuales estaba 
prevista la Dirección que allí se menciona; asimismo, esta se incorpora al Ministerio de Educación y 
Cultura. 


Esto también quedará pendiente para la semana que viene. 
Léase el artículo 5*. 
(Se lee:) 


“Artículo 5%.- A los efectos de las responsabilidades establecidas en la presente ley, se 
entiende por funcionario público a todos aquellos comprendidos en la disposición contenida en el 
artículo 175 del Código Penal, en la redacción establecida por el artículo 8% de la Ley N* 17.060, de 23 
de diciembre de 1998, sean subordinados o jerarcas de cualquier condición institucional”. 


En consideración. 


SEÑORA TOPOLANSKQY.- Creo que aquí se trata del caso que mencionaba el señor Senador Moreira, 
porque al decirse “sean subordinados o jerarcas de cualquier condición institucional”, se comprende a 
todos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La redacción dada al artículo 175 por el artículo 8% de la Ley N* 17.060, 
expresa que se reputan funcionarios a todos los que ejercen un cargo o desempeñan una función 
retribuida o gratuita, permanente o temporaria, de carácter legislativo, administrativo o judicial, en el 
Estado, en el Municipio o en cualquier Ente público o persona pública no estatal, de manera que todos 
están comprendidos. 


Léase el artículo 6*. 
(Se lee:) 


“Artículo 6*.- El incumplimiento u omisión de las obligaciones establecidas en la presente ley 
configurará falta funcional grave, susceptible de ser sancionada de acuerdo al régimen disciplinario que 
corresponda”. 


En consideración. 


Aquí hay que señalar que la Dirección de Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales 
debe hacer una investigación administrativa para determinar quién es el responsable de que no se 
haya cumplido con ciertas etapas. 


SEÑOR MOREIRA.- Creo que en esta disposición se hace responsable, no sólo a esta Dirección, sino 
también a los jerarcas y a los organismos del Estado, pues son ellos los que, dentro de un plazo 
establecido por la reglamentación, deben pronunciarse acerca de si existe una situación de dolo o 
culpa grave. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el señor Senador me permite, pienso que podemos preguntamos quién 
tiene que determinar cuál es el funcionario que actuó mal. A mi juicio, la Dirección que se crea en esta 
iniciativa es la que debe cumplir las funciones que le adjudica la ley. Precisamente, la Dirección de 
Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales del Ministerio de Educación y Cultura es la que debe 
decir al Poder Ejecutivo en qué caso se ha omitido cumplir con lo establecido por determinada ley y, 
por lo tanto, cometido una falta constitucional grave. En caso contrario, ¿a quién le correspondería 
establecer tal situación? 


SEÑOR MOREIRA.- A mi juicio, esta iniciativa tiene que ser objeto de reglamentación, porque el 
artículo 1% dice que todo organismo que resulte condenado, por ejemplo, deberá pronunciarse 
expresamente dentro del plazo que establezca la reglamentación respectiva. Creo que por esta 
iniciativa que aprobemos se deberá establecer un plazo, entre otras cosas, porque ello es materia de la 
reglamentación y no de la Dirección, que carece de facultades para hacerlo. En definitiva, este 
proyecto de ley tendría que ser objeto de reglamentación por parte del Poder Ejecutivo, de forma tal de 
contemplar todos estos aspectos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo personal, aquí advierto una especie de imposibilidad práctica. 
Pensemos en un titular que no cumplió con su obligación de repetir, a pesar de que realizó las 
consultas correspondientes y demás. Todas las consecuencias de lo actuado deberán ser remitidas a 
la Dirección de Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales y ésta, por su parte, tendrá que dar 
cuenta de que existió una omisión, porque es claro que el propio titular no lo va a hacer. Considero que 
esto no tendría que ser recogido por la reglamentación. 


SEÑOR MOREIRA.- El proyecto de ley dice que se expide con carácter consultivo, o sea que tiene un 
efecto vinculante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se tendrá que dar cuenta al Poder Ejecutivo y éste lo remitirá al Ministerio 
correspondiente para que actúe. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Y qué sucede en el caso de las Intendencias? No hay nadie por encima del 
Intendente, ni siquiera el Presidente de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por mi parte, propongo que reflexionemos un poco más sobre este tema, a fin 
de dilucidarlo en la próxima sesión. Quizá se pueda hacer algún agregado. 


SEÑOR MOREIRA.- Realmente, señor Presidente, pensemos que eso es algo que puede darse en la 
práctica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En todo caso, el que tiene que dar cuenta de que se registró un 
incumplimiento es este organismo, aunque lo puede hacer en función de consulta. Pero, ¿a quién? Tal 
vez a la Junta Departamental -comunicándole que el Intendente no cumplió con determinada cosa- o, 
incluso, al Poder Legislativo. 


SEÑOR MOREIRA.- Coincido en que debemos reflexionar más sobre este tema. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Así lo haremos, señor Senador. 

Léase el artículo 7”. 

(Se lee:) 


“Artículo 7*.- Las personas públicas no estatales se encontrarán sujetas a las obligaciones 
previstas en la presente ley, en los términos que dictará la reglamentación del Poder Ejecutivo en 
cuanto respecta a la responsabilidad civil que les correspondiere por los daños causados a terceros en 
la gestión de los cometidos que le son propios”. 


En consideración. 


SEÑORA TOPOLANSKQY.- Cabe recordar que en el artículo 175 del Código Penal también se habla de 
los funcionarios de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la próxima sesión continuaremos con el análisis de este proyecto de ley y 
abordaremos el relativo a los procesos laborales, a efectos de enviarlos al Plenario para su aprobación. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 14 y 53 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


